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Estructura del sistema, políticas a nivel 
nacional para la gestión adminitrativa 
de la seguridad y convivencia ciudadana 

Beatriz Otero" 

La primera interrogante que se plantea a quien analiza temas relacionados 
con la seguridad, es la de definir el concepto en sí mismo. Podemos comen­
zar diciendo que la seguridad es una condición necesaria para permitir la su­
pervivencia y convivencia del hombre, que se satisface en cada cultura de 
conformidad con los mecanismos que la misma establece para instaurarla y 
protegerla. 

Al concepto de seguridad interna, tradicionalmente vinculado al orden 
público, se le ha sumado un nuevo concepto: el de seguridad ciudadana, 
que implica la aparición del ciudadano en una posición más dinámica, más 
activa, ya no solamente reclamando seguridad por parte del Estado, sino 
participando en la elaboración de las políticas de seguridad. Ello entraña en­
tonces un cambio de paradigma: se pasa de un paradigma represivo a un pa­
radigma preventivo. Esto supone también la participación no solo del indi­
viduo, sino también de las organizaciones sociales tales como ONG, parti­
dos políticos, los centros vecinales, etc. 

La seguridad ciudadana, como concepto, se puede delimitar en dos as­
pectos: uno relacionado con las amenazas a las personas y a sus bienes, es 
decir aquel aspecto delictivo que se vincula con la actividad policial, con la 
desarrollada por los institutos de investigación criminalística, con el siste­
ma judicial establecido en cada uno de nuestros países; y, otro, el que en 
algunos países tiene que ver con catástrofes naturales que requieren de or­
ganizaciones dedicadas estrictamente a ese tipo de emergencias. De ambas 
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170 Beatriz Otero 

dimensiones, la más cercana al concepto de seguridad ciudadana es la refe­
rida al delito. 

Esto a su vez nos presenta otros dos aspectos: la seguridad ciudadana vin­
culada con el aspecto objetivo del delito, su medición estadística, las cifras 
oficiales que se producen a partir de los delitos denunciados; y, el tema de 
la percepción que la ciudadanía tiene de la seguridad. Para quien define las 
políticas pertinentes es un desafío establecer sobre qué área o sobre qué as­
pecto se va a trabajar. 

Creo que desde el punto de vista político se debe tener especial cuidado 
con los límites al tema de la seguridad. Es decir, no debemos caer en la con­
cepción globalizante de la seguridad y por eso es importante que quien de­
fine la política se plantee determinadas interrogantes: ¿cuáles son los efectos 
de una política sobre la percepción de la ciudadanía?, ¿cuáles son los efectos 
sobre la percepción externa del país, tanto regional como mundial?, ¿cuál es 
la naturaleza jurídica del bien afectado], ¿cuáles son las hipótesis del conflic­
to social hacia las cuales se destina esa política? y ¿qué debilidades y fortale­
zas del sistema deben ser evaluadas para evitar en el futuro la ocurrencia de 
situaciones similares o peores? 

El Programa de Seguridad Ciudadana en Uruguay 

El programa de seguridad ciudadana llevado a cabo en mi país ha sido fi­
nanciado con la ayuda del BID y tiene como objetivo primordial la preven­
ción y reducción de la violencia y el delito. Este proyecto intenta contribuir 
al fortalecimiento de la capacidad de diseño e implementación de políticas 
y programas para encarar el problema de la violencia, mediante una estrate­
gia multisectorial con intervención especial de la comunidad. Los recursos 
están destinados a colaborar con el ministerio del Interior así como con 
otros entes públicos para fomentar la participación activa de las organizacio­
nes de la sociedad civil y de la comunidad misma, a fin de prevenir y tratar 
la violencia interpersonal y mejorar la percepción de la seguridad ciudada­
na en el país. 

Uno de los objetivos es el desarrollo de una cultura de prevención, tra­
bajando especialmente con la juventud y financiando actividades preventi­
vas, dentro y fuera de las escuelas, al igual que la rehabilitación efectiva de 
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los jóvenes infractores de 18 a 29 años, mediante la creación de nuevos mo­
delos de atención para ese sector de la población. 

A través de centros pilotos comunitarios de prevención de delito y vio­
lencia, situados en las zonas de mayor riesgo social, se busca la promoción, 
desarrollo y ejecución de estrategias locales propuestas por las mismas co­
munidades, a través de la coordinación pública y privada. 

El objetivo inmediato es el fortalecimiento del ministerio del Interior pa­
ra lograr una permanente revisión y análisis de la situación de violencia en 
el país y la consecuente implementación de acciones coordinadas dentro de 
una estrategia multisectorial de prevención del delito y de la violencia inter­
personal. 

El programa busca efectivizar la acción aumentada y mejorada de los ser­
vicios policiales, fortaleciendo su papel de protección y de servicio a la co­
munidad. Pretende asimismo ampliar y mejorar la cobertura y la calidad de 
la atención y rehabilitación de las víctimas de la violencia familiar, reducir 
la participación de los jóvenes en las actividades delictivas y violentas, y lo­
grar la participación activa de la comunidad en todas estas tareas. 

La ejecución del programa de seguridad ciudadana también cuenta con 
el apoyo del PNUD y se ha concentrado en los departamentos de mayor 
concentración o densidad poblacional del Uruguay (Montevideo y Canelo­
nes). El proyecto actúa sobre el área subjetiva de la seguridad ciudadana, es 
decir sobre el problema de la percepción que el ciudadano tiene de la segu­
ridad a nivel nacional. Para ello se intenta fortalecer las capacidades institu­
cionales de los sectores públicos y privados involucrados, incorporando mo­
dalidades de capacitación permanente del personal técnico responsable de la 
prevención y represión del delito, utilizando la rehabilitación preventiva co­
mo mecanismo para evitar la reincidencia en conductas delictivas y promo­
viendo la participación activa de las organizaciones de las sociedad civil, es­
pecialmente de jóvenes, en el proceso. Por ejemplo, el año pasado se formó 
un cuerpo de policías integrado por jóvenes oficiales que cuentan con el tí­
tulo de abogado, expedido por la universidad de la República, es decir que 
son jóvenes oficiales policiales que cuentan con una formación universitaria 
en el área legal, lo que les permite trabajar con conocimiento de causa. 

En el año 1999, el ministerio del Interior suscribió un acuerdo Ministe­
rial por el cual se crearon las Comisiones de Seguridad Barriales con el ob­
jetivo de mejorar la interacción entre la policía y la ciudadanía. 
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Los datos estadísticos que proporciona el ministerio del Interior del Uru­
guay nos indican que existen hoy en el interior del país 129 Comisiones de 
Seguridad Barriales y en Montevideo 137, es decir un total de 266. En es­
tas Comisiones trabajan unas 15 personas, es decir que a nivel nacional unas 
3.900 personas trabajan convocadas por las Comisiones. Este modelo de 
coordinación entre la policía y la ciudadanía de alguna manera acerca a la 
policía a las necesidades locales, especialmente en aquellas áreas de la pobla­
ción que son zonas conflictivas o de mayor riesgo social. 

Es importante coordinar las acciones sociales. El concepto de seguridad 
ciudadana está vinculado al tema de la pobreza y la marginalidad, lo que no 
quiere decir que todo el concepto de seguridad ciudadana esté focalizado en 
esa problemática. En efecto, los "delitos de cuello blanco" escapan a ella, pe­
ro sí afectan la seguridad interna de un país. 

En Agosto del 2003, se llevó a cabo un Congreso sobre Seguridad Ciu­
dadana en Piriápolis (Uruguay), con diversos talleres que elaboraron una se­
rie de conclusiones que puede ser interesante compartir en este Seminario 
como modelo de experiencias. Por ejemplo el Taller de Policía y Comuni­
dad llegó a las siguientes conclusiones: 

l.	 reacionalizar el sistema administrativo policial; 
2.	 llevar a cabo un acercamiento a la comunidad por parte de los Comisa­

nos; 
3.	 definir estándares de calidad para los procesos administrativos yoperati ­

vos; 
4.	 llevar a cabo una acción mayor de la Policía de Proximidad en el tema 

de la minoridad, alcoholismo y drogadicción; 
5.	 proteger a los integrantes de las Comisiones de Seguridad Barriales en 

determinadas zonas; 
6.	 definir un instrumento de control ciudadano sobre el accionar de la Po­

licía; 
7.	 descender la edad de inimputabilidad: 
8.	 promover el acercamiento de la comunidad a la Policía y a los programas 

de vecinos como el Alerta o Vecinos Solidarios; 
9.	 acceso al 911 sin costo de cualquier teléfono público; 
10.participación de policías en las escuelascomo docentes extracurriculares pa­

ra fomentar e informar sobre las relaciones entre la comunidad y la policía. 
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El taller sobre Seguridad Rural, concluyó sobre los siguientes puntos: 

1.	 continuar con la política de relación y coordinación entre autoridades, 
productores y participantes del sistema de transacciones agropecuarias 
incluyendo reuniones con jueces, Ministerio Público y Fiscal; 

2.	 informar a los productores de los aspectos de seguridad al dejar el esta­
blecimiento sin protección. 

El taller referente a la situación de los menores concluyó en la necesidad de 
penar al padre o tutor de un menor que por su acción u omisión no se res­
ponsabilice de los actos ilícitos cometidos por éste y, además: 

1.	 crear un manual de procedimiento general y legal que ampare a la Poli­
cía en su accionar especialmente frente al menor; 

2.	 facultar a las autoridades para retirar de la calle a los menores que deam­
bulan y derivarlos a las ONG o fundaciones similares con notificación a 
sus responsables; 

3.	 obligar a los padres de menores drogadictos y alcohólicos a participar 
con ellos en programas educativos; 

4.	 emprender acciones para el tratamiento del menor que se prostituye con 
severas penalizaciones para los padres; 

5.	 actualizar las leyes vigentes en un marco legal acorde a la evolución so­
cial; 

6.	 actualizar las normas referentes a la adopción; 
7.	 fomentar la creación de espacios educativos, deportivos y recreativos en 

lugares carenciados; 
8.	 implementar una educación sexual y reproductiva responsable y realista 

en educación primaria; 
9.	 trabajar en red con las comisiones de seguridad barrial; 
10.introducir cambios radicales en la educación desde primaria a secunda­

ria haciendo que esta última sea obligatoria hasta ciclo básico y se mejo­
re la oferta para evitar la deserción de los estudiantes; 

l1.controlar la exhibición de pornografía y violencia en los medios masivos 
de comunicación y rescatar a través de los mismos los valores sociales y 
culturales nacionales. 
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Con referencia a la problemática del alcohol y las drogas, el taller que tra­
bajó en ello llegó a las siguientes conclusiones: 

l.	 profundizar la red social, comenzando por la familia, promoviendo la 
educación, la información y la prevención; 

2.	 mantener la coordinación entre los organismos del Estado con compe­
tencia en la materia y la sociedad civil; 

3.	 promover la difusión masiva de los efectos de la droga en la salud; 
4.	 promover la creación de espacios y centros de acogida para niños, niñas, 

adolescentes y jóvenes con el objetivo de actuar en forma preventiva pro­
porcionando una formación alternativa que favorezca la inclusión social; 

5.	 promover el trabajo en red, es decir la coordinación entre las diferentes 
instancias del gobierno que se dedican al trabajo en conjunto, en aque­
llas zonas de riesgo social. 

Consideraciones en la definición de políticas de seguridad ciudadana 

Al evaluar la definición de políticas en ésta área, se deberían considerar al­
gunos aspectos que inciden en la mejora de la seguridad ciudadana. 

Ellos son los siguientes: 

•	 la educación para la no violencia; 
•	 prevenir la deserción escolar; 
•	 contar con un sistema judicial accesible y eficaz; 
•	 mejorar la justicia penal, en especial la justicia penal de menores; 
•	 aplicar sanciones alternativas a la reclusión; 
•	 realizar una integración de la policía a la comunidad; 
•	 mejorar el problema del déficit carcelario, no solamente el de la super­

población carcelaria o las condiciones de vida dentro de nuestras cárce­
les, sino también ocuparse del futuro de la persona que se encuentra 
cumpliendo una pena; es decir, cuando sale de prisión con qué posibili­
dades cuenta pdra poder reasumir su rol en la sociedad; ofrecer oportu­
nidades laborales a la población penal. 
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•	 la especialización y jerarquización de la función policial, especialmente 
en lo que concierne al sistema de remuneración de la policía; 

•	 llevar a cabo un programa de desarme de armas menores y armas en ge­
neral; 

•	 la recuperación de los espacios públicos para la vida comunitaria en se­
guridad; 

•	 fomentar programas de resocialización para jóvenes que normalmente 
habitan en la calle; 

Finalmente, de suma importancia es la coordinación de los recursos, punto 
que de alguna manera está vinculado a los sistemas de gestión de nuestros 
políticos. Lo que sucede hoy en el Estado de Uruguay es que todas aquellas 
acciones sociales que se están lievando a cabo, generalmente no están coor­
dinadas, lo que redunda en una falta de efectividad de la política y en un 
mal manejo de los escasos recursos con que cuenta el Estado. 




